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Navarra y el 
negocio del cine
El autor considera positivo el negocio 
audiovisual en Navarra pero critica  
que los incentivos fiscales se apliquen solo a 
sociedades, dejando fuera a las personas físicas

Arturo del Burgo

L
OS navarros hemos 
podido comprobar 
cómo en los últi-
mos años se ha in-
crementado de for-
ma significativa el 

rodaje de películas en nuestra co-
munidad. Al margen de que la ri-
queza y diversidad que ofrece Na-
varra lo convierte en un destino 
ideal para la localización de exte-
riores, lo cierto es que ha sido el 
incentivo fiscal que el Gobierno 
ofrece a las productoras lo que 
realmente ha supuesto el desen-
cadenante de este éxito cinema-
tográfico. 

En diciembre de 2014 se intro-
dujo en nuestro Impuesto de So-
ciedades una deducción por in-
versiones en producciones cine-
matográficas y series 
audiovisuales del 35% del coste 
de la producción, muy superior al 
del resto del país y únicamente 
comparable con Canarias (que 
también es receptor de buena 
parte de las producciones espa-
ñolas).  

Pues bien, tres años después 
de introducir esta deducción, el 
Gobierno de Navarra propone 
ahora su modificación, para tra-
tar de aclarar algunos aspectos 
que la práctica ha demostrado 
demasiado complejos, y para 
perseguir el objetivo último de 
este incentivo, que no es la pre-
sencia esporádica de rodajes en 
nuestras calles, sino sobre todo el 
establecimiento de un auténtico 
sector audiovisual en Navarra, 
con empresas instaladas aquí de 
forma real y estable. 

Las principales novedades 
que introduce la reforma son las 
siguientes. En primer lugar, se 
mantiene la deducción del 35% 
sobre las inversiones realizadas 
en producciones, pero se eleva 
del 25 al 40% el porcentaje de in-
versión total que será necesario 
realizar en Navarra. En segundo 
lugar, se establece un límite de 
deducción de tres millones de eu-
ros, para evitar así la realización 

de grandes superproducciones 
que puedan poner en apuros re-
caudatorios a nuestra Hacienda 
Foral. En tercer lugar, se elimina 
la posibilidad de articular las 
producciones a través de Agru-
paciones de Interés Económico, 
tal y como venía haciéndose has-
ta ahora y es común denomina-
dor en el resto del Estado. Se tra-
ta de estructuras jurídicas com-
plejas, nacidas ex profeso para 
hacer una producción concreta y 
que articulan la relación entre la 
película y los inversores de la 
misma, que son los perceptores 
finales de la deducción fiscal. Un 
sistema que se sustituye directa-

mente por la constitución de so-
ciedades mercantiles por parte 
de las productoras, quienes de-
berán suscribir contratos de fi-
nanciación con los inversores pa-
ra armar la estructura financiera 
del proyecto. 

Hasta este punto la reforma 
parece positiva, estableciendo 
una mayor seguridad jurídica pa-
ra todos los agentes intervinien-
tes, tanto productoras e inverso-
res como al mismo tiempo para 
la Administración Pública, con 
una deducción articulada de un 
modo que a fecha de hoy no tiene 
parangón en el resto del país. 

Ahora bien, existe un elemen-
to que ha generado dudas en el 
sector y que, de no corregirse, 
puede convertirse en un obstácu-
lo para el establecimiento del 
sector en Navarra. Hasta ahora la 
deducción del 35% a la que tenía 
derecho la productora se podía 
aplicar por parte de los inverso-
res de la película, bien fuesen em-
presas a través de su Impuesto 
sobre Sociedades o bien fuesen 
personas físicas (profesionales) 
a través del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas. Pues bien, 
de forma sorpresiva la nueva de-
ducción prevé que únicamente 
las sociedades puedan aplicar la 
deducción, dejando fuera del in-
centivo fiscal a las personas físi-
cas.  

Es cierto que Navarra lleva po-
co tiempo acogiendo produccio-
nes y la mayor parte de las inver-
siones han venido hasta ahora de 
la mano de sociedades mercanti-
les. Sin embargo, de consolidarse 
este sector en Navarra, sin duda 
habrá muchos particulares que 
deseen involucrarse como inver-
sores de las producciones. Ahora 
bien, no debemos caer en el error 
de pensar, como seguramente ha 
hecho el legislador en este caso, 
que solamente las grandes fortu-
nas van a invertir en estas pelícu-
las, razón por la cual se les quiere 
privar de esta deducción. Lo cier-
to es que son profesionales libe-
rales (arquitectos, dentistas, abo-
gados…) quienes engrosan los lis-
tados de inversores que 
apuestan por las películas en Es-
paña, contribuyentes de clase 
media a quienes les resulta de 
gran interés la aplicación de es-
tos incentivos fiscales, descono-
cidos en otros sectores. 

Por tanto, son los eventuales 
inversores navarros, profesiona-
les de clase media, los principa-
les perjudicados por esta medi-
da, encontrándose en una situa-
ción de auténtica discriminación 
con respecto al resto de inverso-
res españoles, que sí pueden 
apostar por el cine y beneficiarse 
fiscalmente por ello. 

El proyecto está todavía en fa-
se de enmiendas y debate parla-
mentario, por lo que confiemos 
en que se corrija esta deficiencia 
y logremos así un incentivo fiscal 
atractivo, único en España, que 
suponga un revulsivo para la con-
solidación de una auténtica in-
dustria en Navarra. 

Arturo del Burgo Azpíroz es abogado 
socio de ECIJA

EDITORIAL

El malestar social 
crece en Cataluña
Médicos, bomberos, profesores y estudiantes  
en Cataluña cambian el sentido de las protestas 
de los últimos años, como prueba de que las 
inquietudes sociales no son las de sus dirigentes

M IENTRAS médicos, bomberos, profesores y univer-
sitarios catalanes exteriorizan estos días en la calle 
su malestar por los recortes sufridos el nuevo conse-
ller de Acción Exterior, Alfred Bosch, anunciaba ufa-

no su deseo de abrir delegaciones de la Generalitat “en los cinco 
continentes” para que Cataluña pueda estar representada y lo-
grar apoyos internacionales para una “solución democrática” a 
un conflicto “que es político”. Esa es la realidad de una comuni-
dad regentada por el independentismo radical donde las preocu-
paciones de la sociedad civil y de la política son diametralmente 
opuestas. Los trabajadores del sector público se han puesto en 
pie de guerra contra el Govern de Quim Torra para reclamar me-
joras de las condiciones de trabajo y salariales cuyo paulatino de-
terioro  arrastran desde la época del gobierno de Artur Mas. Tras 
seis años en que las manifestaciones por el procés han monopoli-
zado las protestas callejeras, ahora resurge con fuerza el descon-
tento social justo a las puertas de la negociación de los Presu-
puestos autonómicos. Frente a las 
ingentes cantidades de dinero pú-
blico destinadas a mantener viva 
la llama secesionista en la televi-
sión autonómica TV3 o a la apertu-
ra de “embajadas” en Italia, Alema-
nia, Reino Unido, Francia, Estados 
Unidos y Suiza, Viena, Tallin, Za-
greb, Lisboa, Estocolmo o Beirut, 
la Generalidad  desestima las reivindicaciones  laborales de sus 
empleados públicos. Unas protestas que, en muchos casos, con-
lleva una amplia repercusión en la vida ciudadana, como en el ca-
so de la huelga de médicos. Convocada por el Sindicato de Médi-
cos de Cataluña, el mayoritario entre los profesionales del sector, 
la protesta de cinco días se desarrolla en todos los Centros de 
Atención Primaria (CAP) catalanes para reclamar un máximo de 
veintiocho visitas por médico y día –ahora se rondan las cuaren-
ta visitas diarias–. Mientras las movilizaciones independentistas 
han acaparado la atención de la opinión pública de los últimos 
años, el progresivo deterioro de sus instituciones ha terminado 
por contagiar a los servicios públicos. La Generalitat ha perdido 
operatividad y son sus propios ciudadanos, incluso con afinidad 
política, quienes comienzan a pedirles cuentas. 

APUNTES 

Inversiones  
a la baja 
Cuando hace algunas sema-
nas el cuatripartito (Geroa 
Bai, Bildu, Podemos e I-E) 
aprobó la ley foral para in-
vertir los 113 millones de su-
perávit sin la autorización 
del Gobierno central, sabían 
que era un brindis al sol, co-
mo acaba de demostrarse. 
Los 113 millones han mer-
mado hasta los 35,5, en un 
nuevo engaño a la ciudada-
nía navarra. Como lo son las 
reacciones de los socios del 
Ejecutivo foral, que ahora se 
rasgan las vestiduras y cul-
pan al Gobierno de Sánchez, 
a pesar de que ya les advir-
tieron de las discrepancias 
sobre la cifra del superávit y 
del tipo de obras previstas.

Lo importante 
y lo accesorio
El presidente de la comi-
sión que investiga las actua-
ciones de la empresa públi-
ca Sodena, Jokin Castiella, 
lamenta la filtración de una 
documentación sobre el ca-
so Davalor. No será ni la pri-
mera ni la última vez que un 
medio de comunicación pu-
blica informes confidencia-
les sobre asuntos de interés 
público. Lo que debería 
preocupar es que las “deci-
siones atípicas” tomadas 
por el vicepresidente Manu 
Ayerdi con el dinero público 
aportado a la citada empre-
sa -hoy en concurso de 
acreedores- fueron perso-
nales y en contra de sus pro-
pios técnicos.

El gasto público 
para embajadas y 
propaganda ha ido 
en detrimento  
de los servicios


